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Introducción


El sobrepeso es una epidemia mundial. Entre los miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), México es uno de los países que se ven más afectados por este padecimiento. El 70% de la población presenta sobrepeso y 30% es obesa.


Es un absurdo tener sobrepeso. Sabemos que limita nuestra vida, que nos hace padecer más enfermedades, que causa graves problemas de autoestima y que hasta nos hace percibir menos ingresos, dada la discriminación que sufren los obesos. ¿Por qué no simplemente comemos menos, más sanamente y hacemos más ejercicio? Salvo en los casos en que se trata de una enfermedad verdaderamente seria, bajar de peso es una ecuación simple que implica comer menos y gastar más energía mediante el ejercicio físico.


Sin embargo, los seres humanos no somos plenamente entes racionales. Somos el resultado de muchas pulsiones. En nosotros existen todo tipo de emociones y deseos encontrados. Sabemos que no debemos comernos el pastel entero, pero nos gana la gula y nos lo zampamos. Sabemos que tenemos que hacer ejercicio a diario, pero nos gana la flojera y preferimos ver la televisión tumbados en el sofá. El resultado es un desequilibrio energético que nos conduce al sobrepeso. Se ingiere más de lo que se gasta. Existe también la irracionalidad opuesta: no comer nada o expulsar lo ingerido. Basta con revisar las estadísticas de la anorexia y la bulimia para ver en qué forma este desequilibrio afecta sobre todo a la población joven y descubrir que el enfermo puede incluso morir. No obstante, hoy en día en nuestro país el sobrepeso es por mucho un problema más extendido que la anorexia y la bulimia.


Si el balance nutricional es un asunto complicado cuando un solo individuo toma todas las decisiones, en el caso de la economía, lograr el equilibrio sano de las finanzas públicas es una operación más compleja que involucra muchas voluntades cuyos intereses se contraponen. El sobrepeso fiscal —gastar más de lo que se genera— conduce a una obesidad en materia de gasto público que no es sostenible en el largo plazo.


Durante cuánto tiempo se puede mantener esta situación depende del país y de los mercados mundiales. Estados Unidos, por ejemplo, se ha dado el lujo de sostener por un tiempo largo un déficit alto. Ha podido financiarse con tasas de interés muy bajas, gracias a que su divisa es la reserva monetaria del mundo. Pero no es lo más común y nunca se sabe por cuánto tiempo será sostenible el desequilibrio. En el caso de países como Irlanda o España, que parecían tener finanzas saludables, con un par de años de déficits altos han entrado en una espiral de tasas de interés elevadas y recesión. El costo del ajuste suele ser tan agudo que cabe preguntarse si valió la pena el exceso. Cuando se agota la fuente de financiamiento que permite mantener un déficit fiscal, la dieta brutal que se le impone a la sociedad mediante mayores impuestos, inflación y un menor gasto público tiene un costo político, social y económico excesivo. El ajuste se parece a esas dietas extremas que recomiendan ingerir únicamente licuados por un periodo de varios meses para bajar 20 kilos. Son soluciones, más que heroicas, brutales. ¿No hubiera sido mejor no subir tanto de peso?


Hoy los niños aprenden en la escuela lo que significa comer sanamente y de forma equilibrada, así como los riesgos de no hacerlo. Pero de ahí a que ellos, sus maestros o sus padres lo lleven a la práctica hay un gran trecho. Entre el débil ejemplo de los adultos y la poca voluntad característica de todas las personas, a pesar de que los niños saben qué deben comer, caerán presas con facilidad en la deliciosa tentación de las frituras y las golosinas. También saben que es más saludable el ejercicio que ver la televisión, pero su comportamiento y el de sus padres suelen ser muy distintos del ideal. De la misma manera, en el plano de la política tributaria resulta bastante claro qué tipo de impuestos son mejores en términos de eficacia recaudatoria y lo sano que resulta seguir el principio de gastar los recursos públicos con eficacia, en beneficio de la población en general, evitando los déficits públicos altos.


Sin embargo, si ser razonable es harto difícil en un individuo, basta imaginar lo complicado que es en un cuerpo social compuesto por millones de personas donde la tentación de abusar es muy alta: la gente busca pagar menos impuestos y obtener la mayor cantidad y calidad en los servicios y recursos públicos o transferencias directas. Pocos países logran contener el abuso de quienes ejercen el gasto y el de los propios contribuyentes. Hay personas que obtienen más gasto público del que les corresponde o que evitan pagar los impuestos estipulados. Además, al diseñar la política fiscal —tanto la de ingresos fiscales como la del gasto público— se debe optar por medidas valorativas más complicadas que las nutricionales. En materia de cobro de impuestos hay que discernir si es deseable cobrar impuestos redistributivos; es decir, que hacen más igualitaria a la sociedad al cobrarle más al que más tiene, y qué tipo de impuesto. Por ejemplo, ¿deben cobrarse impuestos a las herencias y al patrimonio? Por el lado del gasto hay también dilemas éticos por resolver, como cuáles derechos efectivos hay que darle a la sociedad. ¿Se quiere un régimen de salud universal? En Estados Unidos la mayoría piensa que no. En Europa consideran deseable tenerlo, aunque ahora muchos países de la región no saben cómo y con qué podrán pagarlo.


No sólo es más complicado tener en cuenta los múltiples cuestionamientos que surgen cuando se toman decisiones fiscales, sino que —a diferencia de una persona, en la cual el gasto de energía se destina al consumo propio— en el cuerpo social una parte de ese gasto permanece en quien lo ejecuta, la burocracia, que suele ser quien más abusa. No hay correspondencia entre quien genera el ingreso y quien lo ejerce.


La burocracia es indispensable para llevar a cabo cualquier tarea pública o privada. Todo derecho, para que no sea un mero deseo puesto en el papel, requiere una burocracia que lo haga valer. La burocracia cuesta sueldos, prestaciones y todo lo necesario para mantenerla en operación; esto es, edificios, papelería, electricidad, telefonía, vehículos y otros insumos. Las burocracias, sin embargo, muchas veces tienen salarios más altos que el sector privado. Además, cuenta con obesos equipos de asesores, oficinas enormes y automóviles de lujo para sus funcionarios. Por si fuera poco, toda burocracia puede verse tentada de quedarse con una parte de los recursos fiscales por la vía ilegal. Las burocracias corruptas se vuelven una suerte de cáncer que se alimenta y crece con la energía que debería ser utilizada para servir a todo el cuerpo social.


Ésta es sólo una de las presiones del gasto. No existen reglas naturales en el mundo fiscal, como las hay para un individuo sano, de qué le corresponde hacer y cuánto ha de consumir cada parte. En una sociedad el gasto se asigna a partir de un permanente forcejeo entre la búsqueda del interés general y la presión de los distintos grupos que buscan quedarse con lo más posible, ya sea en dinero o en especie, como sería la dotación de servicios públicos, muchas veces con el argumento de que persiguen el interés general. La ecuación es particularmente complicada dado que el gasto se paga sobre todo a través de impuestos generales y quienes los pagan no necesariamente son quienes reciben los beneficios de ese gasto.


Tampoco hay reglas fáciles de poner en práctica sobre lo que se debe “comer” en términos tributarios. A ninguna sociedad le gusta pagar impuestos, y quienes ostentan más poder muchas veces logran privilegios impositivos que son vistos por ellos mismos no como un abuso, sino como un derecho propio de su estatus o un privilegio bien merecido por ser abusados, es decir, más listos que los otros. Quieren pagar menos y les gustaría recibir servicios públicos de calidad, pero por lo regular “olvidan” que esas prestaciones también las pagan otras personas.


Cuando las finanzas públicas presentan un déficit, el sobrepeso se expresa muy rápidamente, en países como el nuestro, en mayores tasas de interés para el pago de deuda, en inflación y devaluación de la moneda. El déficit que generó el engolosinamiento en el gasto provoca un círculo vicioso que tendrá que enfrentarse a través de mayores impuestos o de un gasto menor, lo cual, en tiempos de crisis, implica una recesión económica mayor. La “anorexia fiscal” es muy rara en el mundo de las finanzas públicas y produce deflación. No gastar en tiempos de recesión, cuando existen las condiciones fiscales para poder hacerlo, teniendo margen para endeudarse, suele ahondar el sufrimiento social, lo que sería el equivalente a esa enfermedad.


Este libro trata sobre la naturaleza del equilibrio fiscal que existe en México. Este equilibrio es el acuerdo entre los ciudadanos de un país respecto a cuántos recursos públicos gastar, en qué rubros y financiados con qué impuestos. Por más que las normas constitucionales pueden dar ciertos criterios sobre los parámetros deseables de las finanzas públicas, no es en general un pacto explícito. Es un equilibrio que se va construyendo en la práctica con las decisiones que se toman en materia de impuestos y gasto público, las cuales dependen, sobre todo, de la fuerza política de los distintos actores y que puede llevar a un equilibrio sostenible, eficaz y justo o a uno que no lo sea.


Chile es quizás el país en América Latina que más ha desarrollado el concepto de pacto fiscal, que implica responsabilidad fiscal con estabilidad macroeconómica a la par de “elevar la calidad del gasto público, promover la equidad, dotar de mayor transparencia a la acción fiscal y favorecer el desarrollo de la institucionalidad democrática”.1


La principal relación entre gobierno y ciudadanos pasa por cuánto dinero les quita a éstos el Estado a través de los impuestos y en qué forma se los devuelve mediante los servicios públicos que ofrece. Algunos políticos mexicanos dicen que amistad que no se refleja en el presupuesto no es amistad. En el mismo sentido, asunto público que no se refleja en el presupuesto no es asunto público, pero los billetes no salen de la cartera de los políticos a quienes les gusta ser generosos con sombrero ajeno, sino de la de todos los ciudadanos que pagamos impuestos. Cada peso del gasto está sujeto a un compromiso político, avalado en general por una ley; todo el gasto requiere que alguien pague impuestos. Si se hace a través de déficit, mañana se solventará con inflación o nuevos impuestos. Hay que preguntarles a los habitantes de Coahuila sobre las implicaciones de la deuda excesiva en que incurrió la administración de Humberto Moreira, o que los contribuyentes de 1983 nos recuerden los dispendios de gasto público durante el sexenio recién terminado de José López Portillo. Cuando hay petróleo se pueden gastar hoy los recursos de las generaciones futuras, pero no es una buena idea, como lo veremos más adelante.


El argumento central de este libro es que en México el pacto fiscal no parte de un acuerdo explícito y es un equilibrio basado en tres premisas: cobrar poco, gastar mal —con amplios espacios para la corrupción de quienes ejercen el gasto y de quienes están bien conectados con el poder— y gastar significativamente más de lo que se cobra a través de impuestos. La diferencia entre los ingresos por impuestos y el gasto público proviene, desde mediados de los años setenta, de los recursos por la venta de petróleo crudo, es decir, la llamada renta petrolera. Desde 1997, por lo menos, este equilibrio ha sido sostenible gracias a los altos precios del petróleo. Hay una estabilidad macroeconómica que no habíamos tenido desde principios de los años setenta, de suerte tal que el ciudadano no sufre inflación alta, la cual es un impuesto injusto, y no producto de una decisión explícita de nuestros legisladores.


La primera premisa, cobrar relativamente poco como proporción de toda la riqueza que se genera en México, de seguro nos parece falsa a la hora de enfrentar cada mes el pago de nuestros impuestos y más cuando hacemos nuestra declaración anual. Sin duda, muchos pagamos impuestos altos, pero la carga fiscal mexicana —es decir, la cantidad de recursos recaudados como porcentaje de todo el ingreso que se genera en México—, comparada con la de otros países, es de las más bajas del mundo. Esto es así porque el gobierno cobra mal, tanto por incapacidad administrativa como porque la ley fiscal tiene tantos huecos y privilegios que el cobro de impuestos es inequitativo y las posibilidades para evadirlos o darles la vuelta son muy atractivas y pueden ser autojustificadas en vista de la baja calidad del gasto público. Incluso entre individuos que reciben el mismo ingreso, las tasas impositivas efectivas pueden ser muy distintas en función del origen de estos ingresos.


Por ejemplo, el ingreso por derechos de autor, como el que genera este libro, está exento del pago del impuesto sobre la renta (ISR) por “el equivalente de veinte salarios mínimos generales del área geográfica del contribuyente al año”.2 Para el caso de quienes vivimos en la ciudad de México, a razón de un salario mínimo diario al momento de escribir este texto —62 pesos con 33 centavos—, los ingresos por derechos de autor que no pagan ISR ascenderían a poco más de 455 000 pesos. Tampoco paga el impuesto al valor agregado (IVA) “el derecho para usar o explotar una obra, que realice su autor”.3 Un contribuyente que no tiene este privilegio y que enfrenta la tasa superior de ISR con ese ingreso pagaría poco más de 136 000 pesos y tendría que cobrar al vender un servicio o bien —con la tasa de IVA de 16%— poco menos de 80 000 pesos.


La segunda premisa de este pacto es que el gasto público, generalmente de mala calidad y con muchos desvíos a favor de quienes lo controlan, siempre es mayor a ese ingreso y muchas veces es acaparado por grupos con capacidad de presión política o por la burocracia encargada de ejercer el gasto, ya sea a través de derechos laborales favorables respecto a los que hay en el mercado laboral privado, por desperdicios provocados por la desorganización administrativa o por la vía de la corrupción. La sociedad mexicana no ha sido capaz de organizarse de forma adecuada para presionar y obtener una mejor calidad del gasto.


Lo que ha permitido la existencia del binomio impuestos bajos-gasto alto es el ingreso de la renta petrolera. Ésta es la tercera premisa del pacto. Los ingresos petroleros generados a lo largo de décadas se han gastado para cubrir la diferencia entre los impuestos que efectivamente se recaudan y el gasto público que ejerce el gobierno. No invertimos esos ingresos en actividades que generarían una mayor riqueza en el futuro ni los ahorramos como sería razonable y justo con las generaciones venideras. Ya se dijo que es absurdo “comerse el pastel completo”; lo mismo es acabar con el patrimonio de todos los mexicanos en salarios de la burocracia y transferencias a grupos sociales privilegiados. Pero no únicamente los líderes sindicales y los empresarios ganan con contratos que no se merecen; también los trabajadores sindicalizados que pueden trabajar poco sin que puedan ser despedidos y que tienen pensiones superiores al resto de los mexicanos, como todo aquel que consume gasolina que se vende por debajo de su precio internacional y que por lo tanto está siendo subsidiado con la renta petrolera.


Cobrar impuestos y la manera de gastarlos es el nudo central de la relación entre ciudadanos y gobierno. En una democracia, es la decisión más importante que toman nuestros representantes electos al afectar directamente el bienestar de todos. La sociedad acepta pagar impuestos a cambio de decidir su monto y cómo y en qué se gastan esos recursos. Los políticos son los empleados de la sociedad, y nosotros solventamos sus salarios y gastos. El pago de impuestos es el precio por vivir en sociedad, por gozar de bienes como la seguridad pública, los caminos, el alumbrado y los servicios de agua, así como un conjunto de derechos universales de los individuos, como educación, salud y vivienda, entre otros.


Este modelo ideal dista de ser espejo de la realidad; siempre existen ineficiencias en el gasto, corrupción y desperdicio. Sin embargo, las sociedades donde se vive mejor en términos de los indicadores del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) —que conforman el índice de desarrollo humano— tienden a ser aquellas que recaudan una proporción alta del ingreso nacional conocido como PIB —la cual es mucho mayor que la observada en nuestro país— para gastarla en proveer servicios públicos de excelente calidad que permiten mejorar los niveles de vida de la población en general. Esto no sólo se refleja en un mayor ingreso monetario, sino en muchos otros beneficios para los ciudadanos, desde la seguridad de las propias personas y sus propiedades hasta un piso común de derechos común para todos.4


Sin embargo, no hay una relación directa entre impuestos y calidad de vida. No es que entre mayor sea el gasto más alto será el nivel de vida. La evidencia sugiere que más allá de un gasto de cerca de 40% del PIB ya no mejora el bienestar de la sociedad de forma clara, por lo menos no tal como se mide por el índice del PNUD.5


En todo caso, en México los servicios públicos son malos o insuficientes. Muchas escuelas públicas carecen de buenas instalaciones y son atendidas por maestros mal preparados que suelen faltar a su trabajo, y la infraestructura pública es exigua y de mala calidad. Además, la violencia campea y a diario enfrentamos la injusticia de nuestra enorme desigualdad. Esto es así por lo ineficaz de nuestro pacto fiscal. Muchos de los problemas que padecemos se resolverían con dinero, si lo gastáramos y asignáramos mejor. Pagamos pocos impuestos, pero sentimos que es mucho lo que nos cobran porque el gasto está mal repartido, porque recibimos a cambio bienes y servicios públicos insuficientes o de mala calidad y porque son muy evidentes los excesos de los funcionarios públicos, tanto en sus sueldos como, en más de un caso, en su modo desmedido de vida que no se explica sino por la corrupción.


Un pacto fiscal no mejora simplemente porque se recaude más, una idea que suele estar detrás de las innumerables propuestas de reforma fiscal. Más ingresos fiscales a los que hoy tiene México es una condición necesaria para construir un Estado que funcione, pero no es condición suficiente. Desde hace varios años, Brasil tiene niveles de ingreso y gasto público similares a los de un país desarrollado, pero sus indicadores de bienestar social, incluidos los del PNUD, son muy parecidos o en algunos casos peores a los de México.6 Una parte muy importante de esos recursos los devora la burocracia, sobre todo a través de generosas pensiones.


Hay que gastar bien los recursos públicos para construir verdaderos derechos universales que amplíen sobre todo las oportunidades de los sectores más pobres y desprotegidos. Es falso que, en automático, un gasto público mayor sea mejor, como a veces parece ser el subtexto del discurso de la mayoría de los políticos cuando piden más gasto en seguridad, educación, salud o cualquier tema que parezca social y electoralmente deseable. Todo depende de cómo se gaste.


Cobrar impuestos le cuesta a la sociedad, tanto por la burocracia requerida para recaudarlos y redirigirlos como por el costo logístico que tiene para el sector privado, que ha de destinar una parte de su tiempo y recursos para llenar formatos, recibos, contratar un contador y encarar otros muchos gastos asociados con el cumplimiento de las obligaciones fiscales. Además, todo impuesto, al disminuir el ingreso disponible de los ciudadanos, conduce a un consumo menor o a una inversión más pobre de parte de los actores privados que financian el gasto público con sus recursos. Distorsiona también las decisiones de los agentes económicos. Puede, por ejemplo, conducir a trabajar menos para no pagarle más al fisco, a consumir productos que no pagan impuestos o, peor aún, que están subsidiados, como es el caso de las gasolinas en México.


Los impuestos pueden llegar a ser vistos como un equivalente a los trabajos forzados. Es decir, es muy parecido quitarle a alguien 30% de su ingreso que pedirle que trabaje durante 30% de su tiempo.


Por eso es imperativo que los recursos públicos se gasten bien. Cuando es así, el gobierno compensa con creces a la sociedad el costo en que incurrió al pagarlos. Aunque unos paguen en promedio más de lo que reciben, la sociedad siempre estará mejor que si esos impuestos no se hubieran pagado. Por ello, no hay ejemplo de sociedad con un nivel de bienestar alto y equitativo que no tenga un Estado relativamente grande, medido como proporción de los ingresos nacionales que gasta el sector público, y que es valorado por la sociedad que obtiene servicios y derechos a cambio, por más que muchas veces no quiera pagar todos los impuestos que sirven para sustentarlo.


En estos momentos en que la función central del gobierno —proveernos seguridad pública— está en entredicho, discutir la política fiscal puede parecer ocioso. Sin embargo, mejorar nuestro pacto fiscal es la ruta para poder enfrentar con mayor eficacia ese reto. La seguridad cuesta; hay que invertir en policías, ministerios públicos, en un sistema judicial fuerte y honesto, en cárceles que no sean nidos de criminales que las controlan y son fácilmente evadibles. Igual de importante, o más, desde el punto de vista de las finanzas públicas, es que las otras causas detrás de los problemas de la violencia, como la desigualdad, la exclusión y la corrupción, requieren un pacto fiscal nuevo, tanto en cómo y cuánto recaudamos como en la forma en que gastamos.


La naturaleza del pacto fiscal es un aspecto medular para entender qué tipo de Estado y de sociedad imperan. El nivel de recaudación es un indicador bastante preciso del poder de un Estado. Cómo lo gasta es un buen indicador de su capacidad para transformar a su sociedad. La transparencia y la rendición de cuentas son buenos indicadores del poder de esa sociedad para saber cómo se gastan sus recursos. Para recaudar suficientes recursos se necesita una cierta capacidad de convencer a la sociedad de que esos impuestos son deseables porque el gasto es socialmente deseable. Por ello las democracias suelen recaudar más que los regímenes autoritarios.


No todos pagan igual ni todos reciben lo mismo del gobierno. Quién paga y quién no y a dónde y cómo se va el gasto son reflejo del poder relativo de los grupos e individuos de una sociedad. En una democracia efectiva el reparto de los impuestos debería ser equitativo —aunque siempre habrá diversas definiciones de lo que se considera equidad—, y el gasto debería permitir servicios básicos de calidad y transferencias a quienes más lo necesiten —aunque también hay varias formas de entender qué es básico y qué es necesidad—.


En este libro se analizan los temas centrales que, a mi juicio, han construido nuestro pacto fiscal y cuáles han sido las implicaciones por tener este balance basado en bajos ingresos tributarios, una renta petrolera para compensar una recaudación baja y una calidad deficiente del gasto público.


El capítulo 1 describe la baja capacidad recaudatoria del gobierno mexicano. El capítulo 2 explica la lógica de esta relación fiscal durante los años de los gobiernos autoritarios priistas que, paradójicamente, ostentaron un gran poder pero mostraron una capacidad de recaudación muy limitada comparada con la de otros países con el mismo nivel de desarrollo. Fue una crisis fiscal la que rompió el modelo económico de ese periodo y generó las condiciones políticas que hicieron posible el triunfo de la oposición panista en la elección presidencial del año 2000. El capítulo 3 analiza qué ha pasado con esta relación fiscal desde que el PRI perdió la presidencia. En ocasiones las transiciones democráticas proporcionan la oportunidad para rehacer el pacto fiscal. Cuando el gobierno ya es resultado del voto popular, se supone que debería gastar los recursos públicos en beneficio de la sociedad en general, pero en nuestro caso dicho cambio no se ha dado. Peor aún, en el camino se deterioraron otros ámbitos; la transición debilitó el poder político del presidente, lo que, aunado a la baja capacidad de muchos de quienes llegaron al poder a partir del año 2000 y a las débiles instituciones que heredó el priismo en materia de recaudación y gasto, provocó incluso que crecieran los espacios donde existen pactos fiscales informales o ilegales. La manera en que los grupos que operan al margen de la ley se relacionan con el Estado es el tema del capítulo 4. Sin entender este acomodo de fuerzas es difícil comprender el pacto formal y con ello mejorarlo.


El capítulo 5 da cuenta de cómo en algunas zonas del país la crisis de seguridad se ha convertido en un conflicto entre el Estado y las mafias criminales por ver quién le cobra a la sociedad. La mafia le llama derecho de piso, pero es una suerte de impuesto que no da servicios públicos sino que garantiza no ser violentado. Incluso también protege contra los recaudadores fiscales, lo que le permite, gracias al flujo constante de ese ingreso, desafiar al Estado y hasta sustituirlo en ciertos ámbitos. Si en la economía informal hay grupos fuera del Estado que con apoyo de sus propios agentes construyen un pacto que no pasa por las leyes, en la economía criminal un grupo de organizaciones pretende desplazar al Estado. El último capítulo presenta una serie de dilemas por resolver si queremos construir un pacto fiscal nuevo, uno que requiere de una democracia efectiva donde se perciba una mejora en el nivel y en la calidad de vida de los mexicanos.


Nos pasa a muchos. Por alguna razón accesible sólo a Freud, a los académicos se nos va el sueño estudiando algún problema social. De ahí concluimos que la clave del universo se encuentra en el objeto de nuestros desvelos. Durante años parecí funcionario de Hacienda preocupado por la baja recaudación, y así quedó escrito en muchos textos. Con el tiempo fui incorporando a mi análisis el tema del gasto público, es decir, dónde y cómo se ejercían nuestros recursos. Sin un buen gasto público no hay forma de incrementar la recaudación y no tiene sentido hacerlo. El dinero adicional se puede gastar mal. Salir de este equilibrio basado en pocos impuestos, mal gasto y el abuso de la renta petrolera, y moverse al tipo de pacto fiscal de los países desarrollados es la única forma de hacer un país más próspero y más justo. Este libro pretende contribuir a ese objetivo.


Un libro siempre se construye a partir de las ideas y sugerencias de muchos colegas. No sólo de quienes están citados al final del texto, sino de amigos, empresarios y funcionarios públicos con los que he discutido estos temas por muchos años. Pero siempre hay agradecimientos puntuales. En primer lugar al CIDE, institución que me ha dado el espacio para pensar y escribir y que me ha brindado colegas inteligentes y críticos. Agradezco en particular a mis asistentes: Eynel Pilatowsky y Adriana Villalón, que me ayudaron en la recopilación de datos, elaboración de cuadros y apoyo en la edición. A Fabiola Ramírez, quien ayudó con la cuidadosa edición de los primeros tres capítulos, y al editor Roberto Pliego por todo su trabajo.
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CAPÍTULO 1


Impuestos y poder


Según el filósofo inglés Edmund Burke, el ingreso del Estado es el Estado mismo.1 Éste sólo existe si es capaz de apropiarse de una parte de los recursos que genera la sociedad. De dónde provienen estos recursos y para qué se utilizan son dos cuestiones que reflejan las relaciones de los distintos grupos sociales en un país, las condiciones económicas y el proyecto de quienes detentan el poder.


En el caso de una democracia, el proyecto en cuestión es resultado de un proceso de negociación que a final de cuentas es votado por una mayoría en el Congreso. En palabras de Christopher Caldwell en el Financial Times, “un gobierno es una cosa que hace un presupuesto”.2 Por presupuesto se entiende tanto el gasto como los ingresos públicos, de los cuales una parte central son los impuestos. Solamente los países con una dotación importante de recursos naturales pueden evitar depender de los impuestos de los ciudadanos, lo cual requiere que el gobierno sea dueño de esos recursos naturales, ya sea a través de una empresa estatal o de empresas privadas a las que les cobra regalías, no botín de una empresa estatal o privada que no paga regalías ni impuestos suficientes.


No es fácil cobrar impuestos ni satisfacer las exigencias de la ciudadanía que demanda servicios o transferencias específicas. El ciudadano no siempre percibe los beneficios del gasto público, ya sea por su mala calidad, porque no le beneficia directamente o porque muchas veces su impacto se diluye entre muchos otros beneficiarios. A lo que siempre está atento el ciudadano es a lo que le cuestan los impuestos.3 Incluso en las democracias establecidas, como la de Estados Unidos, fundada bajo el reclamo de no taxation without representation (“ningún impuesto sin representación política”), es común que los ciudadanos voten por más gasto y al mismo tiempo por disminuir los impuestos, muchas veces seducidos por el programa de algún candidato que esgrime esa fácil promesa.


Si el ingreso del Estado es el Estado, uno con baja capacidad recaudatoria es frágil, no sólo porque tiene un rango de funciones posibles más limitado, por contar con menos recursos, sino porque sus pocos recursos reflejan su debilidad para quitarle su dinero al ciudadano. Si se mide el poder por la capacidad de lograr que otras personas hagan o contribuyan en algo, un Estado que logra que los ciudadanos paguen más es un Estado más fuerte, aunque esto no lo haga necesariamente más eficiente si no ejerce bien el gasto.


El pacto fiscal, entendido como “el contrato” —la relación entre los ciudadanos y el gobierno que especifica quién paga y cuánto en impuestos, quién recibe y cómo se gastan estos recursos—, es quizá la relación más importante entre sociedad y gobierno. El economista austriaco Joseph Schumpeter afirmaba que “la historia fiscal de un pueblo es, sobre todo, una parte esencial de su historia general”.4


En nuestro caso, este pacto es el de una sociedad desigual, donde un grupo, no precisamente pequeño, tiene una amplia libertad para no pagar impuestos y la mayoría no tiene las capacidades para llegar a su potencial en buena medida por la falta de bienes y servicios públicos de calidad que ayuden a romper el vicioso círculo de la desigualdad en el que México está inmerso desde la Independencia misma. Ello ocurre no sólo porque el gobierno tiene poco dinero, sino porque el que tiene lo gasta mal, porque algunos de quienes lo gastan se apropian de una parte de esos recursos con salarios altos respecto de los que existen en el mercado de trabajo, con exceso de personal, poca carga de trabajo o a través de la amplia corrupción existente.


Dada la falta de un Estado fuerte que gasta en sus ciudadanos de forma eficiente, lo que con más claridad determina el futuro de un recién nacido es qué padres “escogió” o, si se prefiere, en qué familia le tocó nacer. Por ejemplo, hoy sabemos que si la nutrición del feto y del recién nacido no es adecuada, sus capacidades cognitivas quedarán irremediablemente por debajo de su potencial y por ello su capacidad de generar ingresos. En México el Estado no da las condiciones para que ese niño pueda llegar a su potencial porque el pacto fiscal está capturado por muchos grupos minoritarios que logran imponerse sobre la sociedad en su conjunto.


Por minoría entiendo no sólo a los grandes empresarios, sino a todos aquellos que tienen el poder para contribuir menos de lo que les correspondería en una sociedad democrática, ya sea pagando menos impuestos, porque se amparan o porque logran una ley favorable a sus intereses, o trabajando en el sector público poco y mal; es decir, no dándole a la sociedad esos bienes públicos que le permitirían ampliar sus capacidades, como pasa cuando un maestro no hace bien su trabajo. También incluyo a quienes viven en la informalidad, relacionándose con el Estado a través de intermediarios no formales, de suerte tal que no le dan recursos al Estado sino a algunos de sus funcionarios.


Los países empiezan a diseñar estadísticas para cobrar impuestos. Un Estado no puede sobrevivir si no sabe qué sucede en su territorio. Si bien el gobierno no fue el primero en darle un uso matemáticamente sofisticado a las estadísticas, ello fue producto directo del comercio de seguros en la Inglaterra del siglo XVII (el desarrollo de las famosas tablas de mortalidad);5 muy pronto, la estadística se convirtió en uno de los instrumentos centrales del Estado. No es casual que ambas palabras, Estado y estadísticas, estén etimológicamente relacionadas en muchos idiomas europeos.6


Si bien, vistas desde la lógica del Estado, las estadísticas de un país son cruciales, vistas desde la perspectiva del ciudadano en una democracia lo son aún más. Por ello, un trabajo cuidadoso de generación de información comparable en el tiempo y con otros países es fundamental para poder evaluar al gobierno. En este sentido, ¿qué nos dicen las estadísticas de nuestro Estado? ¿Qué nos dicen de la naturaleza de nuestro pacto fiscal?


EL DÉBIL ESTADO MEXICANO


En México, el ciudadano con contactos políticos o recursos económicos tiene un espacio de autonomía bastante amplio y goza de una sorprendente libertad frente al Estado en casi todos los ámbitos. En muchos casos esto se da dentro de la propia ley. Ésta, por ejemplo, le puede dar un trato de excepción a un sector específico en una legislación que lo protege o a través del juicio de amparo que permite al ganador de un recurso jurídico incumplir la ley, cuando su vecino que no se amparó, que no consiguió hacerlo o que carece de los recursos económicos para conseguirlo debe acatarla.


La cultura de la legalidad y la cultura tributaria están íntimamente relacionadas. Para los ciudadanos de países acostumbrados a cumplir las leyes y a que los demás las cumplan, incluidos quienes detentan el poder, pagar impuestos es una regla más que permite que el Estado lleve a cabo sus tareas. En esos países, en general, se acata el pago de impuestos. Siempre habrá evasores; sin embargo, corren el riesgo de una sanción elevada si son detectados, y hay una probabilidad no menor de que esto suceda.


En países donde la ley es una mera sugerencia —donde los actores poderosos o bien organizados le dan la vuelta cuando tienen la oportunidad o los recursos para defenderse jurídica y políticamente, donde el gasto público gubernamental es capturado por maestros que en lugar de enseñar a los niños gastan su tiempo en marchas o simplemente no van a clases—, muchos eluden el pago de impuestos. Vivimos en un país con un Estado débil y una cultura de la legalidad muy pobre.


Como ha estudiado Marcelo Bergman, investigador del CIDE, los contribuyentes deciden cuánto pagar no sólo a partir de un cálculo de la probabilidad que tiene su falta de pago de ser detectada y la sanción correspondiente en su caso, sino en función de un aprendizaje social respecto al valor que tiene pagar impuestos. En su decisión de pago importa en qué se van esos impuestos, qué tan justo es percibido el sistema, tanto en materia de impuestos como de gasto público. En las sociedades donde el pago de impuestos es alto, el ciudadano ha internalizado las normas fiscales. Es algo que la mayoría asume que hay que hacer y que es parte de la cultura nacional, como se puede ver en cualquier noticiario en Estados Unidos, que amplía la cobertura informativa antes de que venza el plazo para enterar la declaración anual. México hace poco al respecto, salvo quizás algunos comerciales recientes del SAT. Cuando la mayoría paga es más fácil detectar a los que no lo hacen, con lo cual se entra en un círculo virtuoso. El pacto fiscal es aceptado y no es cuestionado por la mayoría de los contribuyentes. El círculo se vuelve vicioso cuando el punto de partida es que muchos no paguen, que el sistema se perciba como injusto y que el no pagar tenga una baja probabilidad de acarrear una sanción. En esos países el pacto fiscal aceptado socialmente es pagar lo menos posible, e incluso presumir qué tan poco se paga.7


Vivimos en un país con un Estado débil y una cultura de legalidad muy pobre, lo cual es particularmente claro en materia tributaria. Comparados con países con un nivel de desarrollo similar, tenemos una recaudación fiscal efectiva promedio baja. Esto quiere decir que es muy poca la cantidad que ingresa el gobierno como porcentaje de la riqueza total que se genera en el país durante un año, concepto conocido como producto interno bruto (PIB).


Comparados con un país desarrollado, la diferencia es abismal. Por cada peso generado en la economía, el Estado sueco recauda en sus diversos conceptos casi 50 centavos. El Estado mexicano cobra 10 centavos de impuestos y poco más de 2 centavos por concepto de seguridad social. También se queda con poco menos de dos centavos de diversos derechos y aprovechamientos que cobra (licencias de todos tipos, venta de algunos activos) más cuatro centavos de renta petrolera que se generan por extraer el petróleo que tenemos en el subsuelo. Si sumamos el ingreso de las empresas propiedad del gobierno, como la CFE, Pemex y el IMSS, no llegan a cuatro centavos más. Es decir, sumando todos los conceptos anteriores, el gobierno sólo ingresa unos 23 centavos. Los individuos logran proteger del brazo recaudador del Estado el otro 77% de la riqueza generada en México.


Si usted, lector, paga 10% de sus ingresos en impuestos, incluido lo que paga por impuestos al consumo, como el IVA, se encuentra como el promedio de los mexicanos. Sin embargo, es muy probable que su salario sea superior a la remuneración promedio del trabajador mexicano, que en 2010, según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, fue de 8 605 pesos mensuales para la población asalariada de manera permanente en la economía formal; es decir, los que tienen directamente una relación contractual con el establecimiento productor de bienes y servicios (economía informal, trabajo temporal y honorarios quedan fuera).8 Por ello, es esperable que el porcentaje de su ingreso gravado sea mayor. El impuesto sobre la renta (ISR) busca ser un impuesto progresivo; es decir, no sólo recauda más entre mayores ingresos se obtengan, sino que el porcentaje que hay que pagar aumenta cuando crecen los ingresos (aunque menos de lo que se observa en otros países, y se llega muy rápido a la tasa superior que en 2012 es de 30 por ciento).


Los impuestos y el gasto, cuando son progresivos, hacen a la sociedad más igualitaria. Esto no sucede en México. Un ejemplo sencillo de qué es progresivo puede ayudar a entenderlo. Si a un individuo que gana 100 pesos se le dan dos pesos de gasto público y a uno que gana 10 se le da un peso, estamos ante una política de gasto que en términos absolutos es regresiva, dado que le da más al más rico. Sin embargo, es progresiva en términos relativos, ya que le da al pobre 10% de su ingreso y al rico sólo 2%. Lo ideal es que sea progresiva en términos absolutos.


Otra forma aproximada de visualizar el valor total de los impuestos que pagamos es sumar todos los ingresos tributarios, los que pagamos los individuos y los que pagan las empresas, y dividirlos entre el número de mexicanos. Para 2010, el resultado fue de 11 220 pesos al año por habitante.9 El PIB per cápita para ese mismo año fue de 116 945 pesos anuales.10 Esto quiere decir que, en términos del ingreso disponible que le queda a los mexicanos, pagamos poco menos de 10 por ciento.


Es absurdo pensar que ese dinero se puede distribuir de forma pareja entre todos los mexicanos, como lo sugirió Andrés Manuel López Obrador a lo largo de la campaña presidencial de 2012. Sería, como le respondió el candidato de Nueva Alianza, Gabriel Quadri, en el primer debate presidencial, quedarse sin Estado. Esos 11 220 pesos al año es lo que nos cuesta en impuestos nuestro Estado, nuestros maestros, médicos, policías, con todas sus deficiencias, aunque su costo total es mayor, dado que una parte se financia con los ingresos del petróleo, como veremos más adelante.


Los mexicanos solemos creer que pagamos mucho dinero en impuestos. Sin embargo, incluso para quienes estamos en la economía formal y cumplimos con nuestros impuestos, la tasa que realmente pagamos después de deducciones no es particularmente alta comparada con otros países. Según KPMG, una compañía que ofrece servicios de auditoría, impuestos y asesoría, México está en el lugar número 47 de 88, en términos de cuál es la tasa efectiva de impuestos y seguridad social para quien tuvo 100 000 dólares de ingreso bruto en 2011. Para quienes ganaron más de 300 000 dólares, su tasa efectiva lo sitúa en el lugar 55 de 88 países.11


Lo que sí sucede es que alcanzamos muy rápido la tasa más elevada en el caso del impuesto sobre la renta, con lo cual una clase media modesta paga la misma tasa de ISR que el mexicano más rico. Incluso, seguramente la tasa impositiva real de este último es menor, dadas todas las deducciones que puede hacer. La desigualdad se acentúa debido a que hay ingresos de personas físicas que no se gravan. Si la empresa cotiza en la Bolsa Mexicana de Valores, ni los dividendos que paga ni la ganancia de capital que se obtiene cuando el precio de la acción sube por encima del precio de colocación se ven sujetos a pago de impuestos. Cabe mencionar que tampoco se puede deducir la pérdida cuando el precio baja y la empresa retuvo el impuesto al dividendo, pero la persona que lo recibe lo obtiene neto y no tiene que pagar. El distinto trato a las ganancias de capital respecto a las del trabajo es complicado en todas las jurisdicciones, pero en México, cuando la acción cotiza en la Bolsa Mexicana de Valores, es un verdadero paraíso fiscal, salvo cuando se vende el control de la empresa, y eso muy recientemente.


Hay también gastos que un empresario puede deducir sin límites desde su empresa. Así, mientras que el precio de un coche para fines de deducción del impuesto sobre la renta tiene un límite, un avión y sus gastos no lo tienen. En Estados Unidos, por ejemplo, sí se limita. Por ello hay tanta aviación privada en México; la financia el fisco.


En Estados Unidos, el fundador de Facebook, Mark Zuckerberg, al terminar de colocar las acciones de su empresa en el mercado de capitales, tendrá que pagar un estimado de 1 500 a 2 000 millones de dólares de impuestos por los ingresos obtenidos en la transacción.12 En pocos lugares del mundo un rico paga tanto de golpe. Ciertamente esto no sucede en México. Por ello, uno de los socios fundadores de Facebook, de origen brasileño pero que ahora vive en Singapur, ha decidido devolver su pasaporte de Estados Unidos, aunque tendrá que pagar un impuesto de “salida” basado en el valor total de sus activos.13


La carga fiscal de México no sólo es menor que la de Suecia, sino que es más baja que la de otros países con similar nivel de ingreso, desarrollo y contexto cultural, como es el caso de la mayoría de los países de América Latina. Comparada con los países de la OCDE, la tributación es aún más baja.




CUADRO I.1. RECAUDACIÓN FISCAL DE ALGUNOS PAÍSES (% DEL PIB), 2011
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NOTA: La capacidad recaudatoria del Estado mexicano, medida como la recaudación total como porcentaje de la riqueza generada cada año (PIB), es, como señala este cuadro, más baja aun que la de Perú y Cosa Rica.


Fuentes: Para América Latina, “Ingresos Tributarios en porcentaje del PIB”, cepal, Stat, 2010. http://bit.ly/NXVBuT. Para Polonia y Turquía, “Revenue Statics” http://bit.ly/NXVBuT. Para Polonia y Turquía, “Revenue Statics”, OECD, Stat Extracts 2010, http://bit.ly/H13iH.


 


Estas comparaciones con otros países tienen, sin embargo, algunos problemas. Cuando el autoconsumo es importante, ya sea en el campo o en el trabajo doméstico, a esa parte del PIB no hay forma de cobrarle impuestos. Tampoco es fácil cuando la economía informal pesa mucho, como veremos en el capítulo 4. Además, las dos grandes empresas energéticas, Pemex y la CFE, que contribuyen con alrededor de 5% del PIB,14 no pagan ISR. En el caso de la CFE, tendría que pagar un aprovechamiento por el uso del capital del dueño, que somos todos los mexicanos, pero no lo hace porque se compensa con un subsidio al consumidor residencial, salvo para los que más consumen, así como un subsidio a la electricidad que se usa en el campo, con lo cual subsidiamos extraer agua del subsuelo, con las implicaciones ecológicas que trae consigo. En total, el subsidio eléctrico costó 148 521 millones de pesos en 2008, el 1.22% del PIB de ese año.15 En el capítulo 3 veremos con más detalle cuánto valen estos subsidios y cómo se le cobran impuestos a Pemex.


Los altos niveles de recaudación de los países desarrollados son relativamente recientes. Hasta las primeras décadas del siglo XX, los gobiernos hacían sólo lo que Adam Smith había descrito en su clásica obra La riqueza de las naciones: defensa, policía, administración de justicia, respeto a la propiedad privada y algunas inversiones públicas que ningún privado podría llevar a cabo. Esto cambia por la expansión del sufragio y la creciente actividad bélica de los países europeos. Ambos fenómenos están vinculados.


En 1903, Estados Unidos recaudaba 7% del PIB, del cual los ingresos federales representaron 2.7% del PIB. El impuesto sobre la renta se aprobó en 1913, lo que representó un incremento importante en los ingresos. Para 1920, la recaudación del gobierno federal se incrementó hasta llegar a 8.3% del PIB (4.6 debido al ISR), de un total de recaudación pública (incluidos estados y alcaldías) de 14.6 puntos porcentuales. Para 1930, con la caída de la economía, el impuesto sobre la renta recaudó 2.7% del PIB, mientras que la recaudación total se mantuvo en 14.7% del PIB. Para 1936, Estados Unidos ingresaba dos puntos porcentuales del PIB por ISR, de una recaudación total de 16.2 puntos como proporción del PIB.16


Cuando vota la mayoría de los ciudadanos, en general demanda hacer efectivo su poder a través de transferencias que incrementen sus ingresos y servicios públicos que aumentan su capital humano y por tanto su capacidad de decidir, aunque implique poner límites a la libertad de las élites económicas. Los impuestos que se pagan en países desarrollados se recaudan a partir de procesos democráticos de decisión. De hecho, es la expansión del sufragio una de las razones para explicar por qué en esos países se incrementó en forma importante la recaudación durante el siglo XX. Los grupos mayoritarios demandaron más y mejores derechos sociales y éstos se pagaron con impuestos, cuya legitimidad no es cuestionada por ser una decisión democrática y por la efectividad del gasto público.17 En el capítulo 3 veremos por qué la transición democrática no llevó a una mayor recaudación en México, como sí sucedió, por ejemplo, en España.


La otra razón por la que se incrementan las capacidades de recaudación son las guerras. La mayor amenaza a la libertad de los ciudadanos es caer en manos del gobierno de otro país (o de una banda criminal, como veremos en el capítulo 5). El miedo a caer en manos del enemigo abre la puerta a esa limitación a la libertad que son precisamente los impuestos y todos los controles que el Estado requiere para poder cobrarlos. Ambos fenómenos, democracia y guerras, están conectados. En el pasado, las guerras movilizaron a todos los ciudadanos. De regreso del frente, no se les podía negar el derecho al voto. Tampoco a las mujeres que habían cubierto muchos trabajos anteriormente reservados para los hombres.


La mayoría de los países de Europa occidental alcanzaron el sufragio universal masculino hacia finales del siglo XIX, y para las mujeres un poco más tarde, a principios del XX. Los grupos mayoritarios demandaron más y mejores derechos sociales, derechos positivos de verdad para sus ciudadanos.18


En México nunca hemos tenido una guerra victoriosa en el extranjero, y nuestra guerra más importante con otro país, la de 1846-1848 con Estados Unidos, se perdió en buena medida por la falta de capacidad para movilizar efectivos para la defensa de la patria y levantar recursos fiscales para pagar y equipar los ejércitos. Los gobiernos posteriores a la Independencia, debido a su inestabilidad y fragmentación, fracasaron en su capacidad recaudatoria. Para 1844, el déficit gubernamental llegó a representar 34.2% del gasto total, y la deuda acumulada era tal que el gobierno no sólo tenía que destinar buena parte de sus ingresos para pagarla, sino que incluso los préstamos nuevos ya estaban comprometidos antes de recibirse. La Iglesia católica era nuestro principal acreedor. Fue ésta quien consiguió los escasos fondos que se lograron para pagar los inalcanzables gastos de la guerra: un préstamo de casi dos millones y medio a plazos mensuales de 200 000 pesos, lo que representaba pagar una mensualidad con valor casi igual al total de la deuda que el gobierno había contraído con la Iglesia cuatro años antes.19


Lo que sí ha tenido México son guerras internas. Éstas no recaudan tanto como lo puede hacer un Estado. Ninguna de las facciones en pugna tiene las capacidades organizacionales para hacerlo. Si la competencia es entre malos recaudadores, como fue el caso entre los distintos grupos que peleaban por el control del Estado mexicano, el ganador puede ser muy malo también en este aspecto. En las guerras contra adversarios externos, los competidores sí tienen esa base y son los recaudadores competentes los que sobreviven. Sólo porque Estados Unidos no estaba interesado en conquistar nuestro país sobrevivió nuestro frágil Estado. Las guerras internas, además, se resuelven negociando e incorporando al gobierno a una parte de los rebeldes.20


Los sistemas impositivos actuales de los países desarrollados se construyeron entre 1930 y 1960, una época con muchas restricciones al comercio internacional, a la inversión en otros países, al movimiento de capitales y de personas, incluso para comprar en el país vecino.21 Es mucho más fácil gravar a ciudadanos cautivos en su territorio.


Por ejemplo, después de la segunda Guerra Mundial un individuo en Estados Unidos que ganaba más de 200 000 dólares a precios de entonces pagaba una tasa marginal de 90%. Tasa marginal es la que se paga a partir de un cierto nivel de ingreso, en ese caso 200 000 dólares; el ingreso previo a ese monto tiene una tasa menor.22 No recaudaba demasiado, pero tenía un impacto en términos de equidad. Ahora tasas altas recaudan muy poco, dado lo fácil que es mover personas o capitales en este mundo global donde además hay estados que ofrecen condiciones fiscales favorables para el que opera desde su territorio. Estos paraísos fiscales no sólo sirven para lavar dinero mal habido, sino para operar con bajos impuestos. El impuesto máximo de 50% decretado por el gobierno británico en 2011 está recaudando mucho menos de lo esperado, en parte porque muchos banqueros se han mudado a Suiza.23


Una buena planificación fiscal permite hoy a una empresa transnacional pagar un impuesto sobre la renta muy bajo o nulo a través de todo tipo de estrategias para mover los impuestos a jurisdicciones con tasas bajas o nulas. Una práctica común es transferir la propiedad intelectual a un país como Suiza, que cobra muy pocos impuestos a una empresa de otro país que hace eso. El precio que paga la matriz en la jurisdicción donde se genera la riqueza, pero que cobra más impuestos, se puede fijar muy alto y transferir una parte de la utilidad a Suiza, donde será mucho menos gravada. Un caso bien conocido de exitosa planificación fiscal, incluso en un Estado más fuerte que el nuestro, es General Electric. En Estados Unidos obtuvo ganancias en un año por poco más de 5 000 millones de dólares. No pagó un centavo de impuesto sobre la renta. Su departamento de más de 1 000 expertos fiscales hizo bien su trabajo para eludir sus responsabilidades impositivas.24


En el periodo de 1930 a 1969 hubo dos grandes innovaciones en materia tributaria: un impuesto sobre la renta progresivo y global, es decir, que incorporaba todos los ingresos, nacionales o extranjeros, y el IVA. Fue un periodo donde creció la masa salarial, la cual era además gravada por la seguridad social. Dichos factores explican el aumento en los niveles de recaudación que, para los años noventa, sumaron más de 40 puntos del PIB para muchos países de la OCDE y para algunos más de 50.25 México no pudo lograr esto en el periodo más a modo: cuando la economía estaba cerrada. Difícilmente se lograrán esos niveles de ingresos tributarios ahora que se tiene una economía abierta. Sin embargo, es tal nuestro rezago en materia de recaudación que ésta deberá poder incrementarse de forma significativa.


EL ESTADO MEXICANO NACIÓ FRÁGIL


La dificultad para gravar tanto los ingresos como el consumo no ha variado a lo largo de nuestra historia independiente. Desde el inicio, hemos tenido un Estado débil que se refleja en su baja capacidad recaudatoria y, en consecuencia, en sus sucesivas crisis fiscales e inestabilidad de los gobiernos. Sólo cuando surgía un gobierno razonablemente fuerte se lograba mantener el balance fiscal, aunque esta estabilidad en parte se lograba gracias a ese balance fiscal. Sin embargo, este balance siempre se hizo con un nivel de recaudación bajo comparado con el de otros países. El balance presupuestal se logró gastando poco.


Antes de la Independencia teníamos un Estado fuerte en términos recaudatorios. La Corona española sabía cómo cobrar impuestos. El virreinato de la Nueva España generaba más recursos públicos de los que gastaba y enviaba el excedente a territorios deficitarios en América o a España, donde llegaron a ser una parte importante de los ingresos fiscales totales.26 Los comerciantes, los mineros y las corporaciones religiosas tenían la solvencia suficiente como para prestarle a la Corona española el dinero para financiar sus expediciones y aventuras bélicas.


El Estado mexicano nació quebrado, pero aparentemente nadie lo sabía. Sus fundadores tenían la idea de una Nueva España fiscalmente rica que enviaba recursos a la Corona española. Uno de los primeros actos del gobierno de Iturbide fue “una reducción radical de los impuestos y derechos”.27 Muy pronto se acabaron los recursos y, para enfrentar este primer déficit de la nueva nación, el gobierno de Iturbide impuso préstamos forzados y confiscó bienes, lo cual trajo el repudio de los comerciantes de la ciudad de México y contribuyó a la caída del Primer Imperio.


Uno de los primeros actos del gobierno republicano de Guadalupe Victoria fue procurar un crédito con prestamistas ingleses para comprar armamento y financiar el gasto corriente de la nueva administración. La historia oficial habla de la complicada situación para el joven país que provocaron los acreedores extranjeros cuando quisieron cobrar intereses muy altos, y de las presiones políticas, incluyendo la amenaza militar, para que fueran pagados.28 La deuda externa era onerosa, ya que implicaba una tasa de interés efectiva de cerca de 12% anual.29 Sin embargo, fue la opción que el gobierno mexicano encontró para sobrevivir ante la poca capacidad burocrática para cobrar impuestos y la baja disposición de los ciudadanos del nuevo país a prestarle al frágil gobierno naciente.


Era una estrategia riesgosa. De no pagar, enfrentábamos un poder externo con capacidad militar para pretender cobrarse por la fuerza, como finalmente sucedió. En ese entonces, no pagar implicaba el riesgo de una invasión o, simplemente, apoderarse de las aduanas para cobrarse directamente, tal como aconteció en enero de 1862 con el desembarco de franceses, ingleses y españoles en Veracruz. Los tres países signatarios de la Convención de Londres tenían la intención de apoderarse de las aduanas de Veracruz y otros puertos de importancia a fin de cobrar las cantidades adeudadas por el gobierno mexicano a partir de lo que éstas recaudaban. Al final, sólo Francia invadió México e impuso a Maximiliano de Habsburgo como emperador.30


Sin embargo, era más peligroso no tener recursos para pagar los sueldos a los soldados, el rubro de gasto que más preocupaba. Se esperaba, además, reorganizar rápido la hacienda pública y generar así recursos fiscales para solventar los gastos y pagar las deudas contraídas. Las esperanzas fueron vanas.


El gobierno novohispano estaba bien diseñado para transferir recursos a la Corona, pero esta capacidad quedó hecha añicos después de la guerra de Independencia, no sólo por la fragilidad institucional del nuevo gobierno, sino porque la economía, sobre todo la minería, que era la base de la recaudación, estaba seriamente dañada. Esta base se deterioró aún más con la salida de españoles prominentes después de la Independencia y luego, aún peor, a partir de 1827, cuando se promulgó la primera ley de expulsión de los españoles. Muchos de ellos eran empresarios y al salir se llevaron sus capitales y sus conocimientos.


Además, la guerra de Independencia había llevado a la descentralización del poder político, y esto se vio reflejado en el sistema tributario, que al gobierno federal le dejó facultades impositivas muy débiles. En palabras de Carmagnani:




La ley del 4 de agosto de 1824 dejó al Estado federal los derechos aduaneros, el monopolio del tabaco, de la pólvora de detonación, de las salinas, el correo, la lotería, los bienes nacionales y las rentas de los territorios de Tlaxcala y Baja California. Todos los demás impuestos pasaron a las manos de los estados, los cuales sin embargo debían dar a las cajas de la federación un importe mensual, denominado contingente, calculado sobre la base de la presunta riqueza del estado.31





Casi nunca se pagó ese contingente; el Estado vivía con sus estrechas bases fiscales, dependiendo de los ingresos del comercio exterior, recaudados en aduanas que podían ser controladas por acreedores extranjeros o con ambiciones territoriales sobre el país.32 De acuerdo con Carmagnani: “La distinción constitucional entre ingresos federales y estatales condujo a definir implícitamente a la federación como un estado tendencialmente sin territorio”.33 Lo poco que cobraba de impuestos en un territorio dado, lo hacía sólo en la ciudad de México.


Los únicos cuatro años de paz anteriores a 1867 fueron los del primer gobierno republicano encabezado por Guadalupe Victoria, entre 1825 y 1829, quien gozó del dinero de los primeros préstamos externos y fue el único que terminó su periodo presidencial en los primeros 30 años de vida independiente. Los gobiernos subsecuentes no duraron, en parte por falta de recursos. En palabras de Justo Sierra: “Cuando los sueldos se pagan, las revoluciones se apagan”.34 Sin duda, se debió haber buscado aumentar las contribuciones, pero, como bien señala Bazant, “nadie quería pensar en cosas desagradables”.35


BALANCE FISCAL BASADO EN INGRESOS BAJOS


Hasta hoy, pocos han querido “pensar en ello”, menos aún actuar con determinación para enfrentar el problema. Las finanzas públicas en México han tendido a oscilar entre dos extremos: prudencia macroeconómica con un bajo nivel de tributación que no permite tener un gasto público suficiente para que la sociedad disfrute de servicios públicos de mayor alcance y calidad, o un gasto público desbordado, en general de baja calidad, que permite distribuir recursos y beneficiar a los grupos con mayor poder político, pero sin el debido financiamiento tributario y, por tanto, insostenible en el tiempo.


A partir de 1977, México se convierte en un importante productor y exportador de hidrocarburos y empieza a gozar de una creciente y sostenida renta petrolera.36 Esto permite gastar más de lo recaudado y aún más debido al endeudamiento creciente avalado con los ingresos petroleros futuros. Sin embargo, la estrategia no fue sostenible, dada la volatilidad de los precios del petróleo crudo en los mercados internacionales.


Un ejemplo de equilibrio presupuestal con baja tributación fue el prudente manejo hacendario durante el gobierno de Porfirio Díaz. No fue una tarea fácil. Durante el Porfiriato, el tema fiscal fue uno de los que más preocupó a los escritores de la época. La estabilidad porfiriana y la de las finanzas públicas estaban íntimamente ligadas, pero alcanzarla requirió pensar con cuidado el problema del cual provenían. De todas las obras de economía de 1877 a 1911, cerca de cuatro quintas partes trataban el tema de las finanzas públicas.37


Lo primero fue hacer estadísticas. Antonio García Cubas calculó en 1869 el valor de la economía y la situación de las finanzas públicas. Encontró que el presupuesto era deficitario y que la deuda pública era 8.3 veces superior a los ingresos federales, pero el patrimonio del que disponía el Estado en acciones de ferrocarriles y en bienes nacionalizados equivalía a 59.6% de esa deuda. Los ingresos fiscales eran de sólo 1.6 pesos per cápita. Se trató de hacer un ejercicio similar con los estados, pero no hubo una buena respuesta por parte de los gobiernos locales.38


En el arranque de la república restaurada los ingresos eran muy débiles y había un déficit fiscal importante. En 1869, los ingresos federales sumaban 14.6 millones de pesos, mientras que el gasto era de 18.7 millones. Para 1895 se había logrado eliminar el déficit, con un ingreso de 46.9 millones y un gasto de 45 millones. Y para 1908 se mantenía esta misma situación: los ingresos eran de 111.8 millones, mientras que el gasto era de 104.8 millones.39 Los estados también hicieron su trabajo: sus ingresos de 6.8 millones de pesos y gastos de 6.7 millones en 1880 pasaron a 28.1 y 27.4 millones, respectivamente, para 1908. También aumentaron los ingresos de los gobiernos municipales, los cuales pasaron de 15.4 millones de pesos con gastos de 15.1 millones en 1895 a ingresos por 24.4 millones y gastos de 23.7 millones en 1908.40


Uno de los grandes inventos tributarios del Porfiriato fue el impuesto del timbre, cuyos ingresos, en palabras de Siller, “permitieron superar la crisis fiscal y contribuyeron a la consolidación fiscal”.41 No fue un cambio fácil. Ese impuesto fue recibido con muchas críticas, por lo que al inicio tuvo que ser limitado. Para 1878, ya estaba firme la idea de usarlo —como señalaba la Secretaría de Hacienda—, “principalmente, sobre artículos de lujo, como los licores, el tabaco, las conservas alimenticias y algunos objetos de lujo”.42 Era una suerte de impuesto al consumo. Éste se tuvo que repartir con las entidades y fue parte de la negociación para suprimir las alcabalas y otros impuestos que gravaban el peso de las mercancías. Se trató de un gran avance en la integración del mercado interno, pero enfrentó la resistencia de los estados, que veían en este impuesto federal una afrenta a su soberanía.43


A partir de 1896 la paz, el crecimiento económico y la prudencia fiscal de José Yves Limantour permitieron que el gobierno gozara de una estabilidad presupuestal e incluso tuviera superávits fiscales. En el ejercicio fiscal de 1903-1904 los ingresos del gobierno fueron de 86.5 millones de pesos y el gasto de 83.5 millones. Durante su administración, en el total de los ingresos del gobierno, el comercio exterior representó en promedio 46% entre 1895 y 1910.44


Este balance fiscal, sin embargo, en buena medida se logró gastando poco, sin importar, por ejemplo, que 70% de los mexicanos fuera analfabeto para 1910.45 Éste es sólo un dato del brutal rezago social de la época. El balance presupuestal de una hacienda pública puede llevar a la quiebra política del Estado, ya que es insostenible que la provisión de bienes públicos y de servicios básicos a los sectores más pobres y desprotegidos de la sociedad sea tan desproporcionadamente baja. Por ello, si comparamos con otros países de la región, la recaudación del gobierno federal era baja: 5.35% del PIB en promedio entre 1900 y 1910. Brasil recolectaba, en promedio, 12.7 y Argentina 7.3%. Para 1910, la recaudación mexicana había caído a 3.7%. También cayó en Brasil y Argentina.46


Otro ejemplo de equilibrio presupuestal con recaudación baja es la política macroeconómica del desarrollo estabilizador, observada entre 1952 y 1970, que permitió un entorno de baja inflación propicio para el crecimiento económico, el cual gozaba de los beneficios de la inversión pública de la década de los años cincuenta. El crecimiento, sin embargo, perdió fuerza en buena medida debido a los excesos de un modelo de desarrollo basado en la protección comercial con excesivas regulaciones y con un gasto público no siempre bien asignado. También se debilitó porque tal prudencia estaba basada en posponer parte del gasto en educación, salud e infraestructura que hubiera ayudado al crecimiento económico y a construir derechos universales para la ciudadanía.


A pesar de que varios presidentes se lo plantearon, no fue posible fortalecer los ingresos públicos a través de una política tributaria que recaudara más. Tenían poder para castigar a un enemigo político, para designar a funcionarios públicos de todos los niveles, incluso para designar a su sucesor —dentro de ciertos parámetros—, pero no para recaudar de forma generalizada. El veto de los individuos con más recursos, incluida siempre la amenaza de una huelga de inversiones o una fuga de capitales, logró disuadir a los gobiernos posrevolucionarios de hacer la reforma fiscal que se requería para cumplir con los objetivos sociales que tanto cacareaban.


Durante todo el siglo XX, México recaudó menos que sus pares y los gobiernos posrevolucionarios no lograron aumentar la recaudación en comparación con la del Porfiriato y con otros países de la región. Imponer un impuesto sobre la renta resulta políticamente muy complicado y no recauda demasiado, por lo menos al inicio: 6.7% de la recaudación total para 1929, según Iturriaga de la Fuente.47


Ya consolidado el régimen posrevolucionario, el Estado mexicano continuó siendo un pobre recaudador. En 1960 apenas recaudaba 6.31% del PIB, del cual sólo 2.41 puntos eran por concepto de impuesto sobre la renta.48 En los años setenta México seguía siendo uno de los países con menor carga fiscal, como lo señaló un estudio del Fondo Monetario Internacional (FMI), en el cual se trató de medir el esfuerzo fiscal de las naciones en desarrollo usando tres distintos indicadores para una muestra de 72 países. México ocupó los lugares 66, 70 y 67, dependiendo de la métrica utilizada.49 Ante esta fragilidad tributaria, la premisa de mantener finanzas públicas estables dependía, en buena medida, sólo de un lado de la ecuación: gastar poco.


Una alternativa parcial, aunque también muy riesgosa, fue el endeudamiento externo. La deuda pública externa pasó de 813.3 millones de dólares en 1960 a 3 280.5 millones en 1970, es decir, de 6.1 a 9.2% del PIB, respectivamente. Para ese último año, su servicio representó 26.3% de los ingresos por exportación e implicaba un sacrificio de la inversión pública.50


En el sistema político de los años sesenta las demandas sociales se posponían por miedo a trastocar la estabilidad macroeconómica y afectar los intereses de los grupos beneficiados con el desarrollo estabilizador. Por una parte estaba su motor, es decir, los inversionistas privados, y por otra estaban los enormes aparatos burocrático, sindical y político. La falta de democracia hizo de la contención de las demandas sociales un mecanismo de control más barato, en apariencia, que el permitir una participación política más libre. Los presidentes intentaron llevar a cabo una reforma fiscal en más de una ocasión, pero la iniciativa no llegaba al Congreso o finalmente era retirada. Las presiones de los afectados eran superiores al poder del presidente o éste tenía que pagar un costo para lograrlo, que no era pertinente dados su objetivos y sus bases de poder real.


El gobierno de Luis Echeverría, de 1970 a 1976, heredó las tensiones de una estrategia política excluyente. Sin embargo, no estaba dispuesto a modificar la lógica autoritaria del régimen. El sistema político no se democratizó, se trató de hacerlo más incluyente gastando. Cuando fracasó la reforma fiscal que Echeverría propuso en 1972 y los esfuerzos recaudatorios subsiguientes resultaron insuficientes, el creciente gasto público se financió con crédito, tanto interno como externo, y con emisión de moneda, lo que explica en buena medida las crecientes tasas de inflación y la subsecuente devaluación.


Un gasto social mayor era percibido como necesario debido a la desigualdad y pobreza que el crecimiento del desarrollo estabilizador no había logrado disminuir. Sin embargo, el gasto en sistemas no democráticos suele ser presa de intereses organizados y de prácticas clientelares. Así pues, a pesar de la retórica del discurso oficialista sobre la justicia social supuestamente detrás de un gasto mayor, este incremento no se dio a partir de criterios sustentados en las necesidades sociales o la racionalidad económica, sino que fue conducido por una racionalidad política de corto plazo.


Por ejemplo, contra la lógica económica y de equidad social que señala que el gasto público en educación primaria es socialmente más rentable y más justo, en ese periodo el gasto por estudiante de primaria se mantuvo alrededor de los 200 pesos (a precios de 1989) y se estancó allí por dos décadas. Por su parte, el gasto por estudiante en educación superior tuvo un enorme crecimiento, al pasar de 2 380 pesos en 1969 a 6 080 pesos en 1976. Es evidente que protestan más y tienen mayor capacidad de organizarse los estudiantes universitarios en la ciudad de México que los niños sin acceso a la primaria en la sierra de Oaxaca.51 El gasto en un sistema político no democrático suele ser, además, poco eficiente, ya que una parte de éste se pierde en una enorme burocracia, en actos de corrupción y en decisiones arbitrarias que consumen muchos recursos, como lo fueron muchas decisiones relativas a la inversión, y, como una de las más ilustres, la aprobación para construir el complejo de la Siderúrgica Lázaro Cárdenas-Las Truchas.


El creciente gasto en empresas públicas fue resultado no sólo de una visión del papel regulador del Estado en el desarrollo y la economía, sino de la desconfianza de los empresarios y de la racionalidad política de un sistema basado en el reparto de posiciones. Fue una estrategia que llevó a proyectos de baja rentabilidad, dada la motivación política detrás de la inversión y la poca capacidad para ejecutar correctamente ese tipo de gasto. Las malas inversiones en caminos y carreteras son costosas; quienes circulamos por ellas pagamos su construcción y pagamos los errores de diseño en menor velocidad o accidentes. Al tratarse de una planta siderúrgica o una refinería, el costo lo paga el dueño de la planta —en este caso el gobierno— durante toda la vida productiva de ésta, que puede ser casi eterna, ya que no suele quebrar por la “ayuda” que el gobierno sistemáticamente le brinda con cargo a nuestros impuestos.


En el sexenio de José López Portillo, entre 1976 y 1982, la historia se repite en forma extrema. Con la idea fundada en la expectativa de un precio del petróleo consistentemente a la alza, la economía se expandió en forma descontrolada y con una muy alta corrupción. Los ingresos petroleros permitían, además, pedir prestado gracias a esa garantía de un flujo creciente de hidrocarburos en el futuro. Ante la evidente sobrevaluación y con el precio del petróleo a la baja, los ahorradores más solventes, influyentes e informados sacaron sus recursos del país y la hacienda pública quebró abruptamente. Se estima que la fuga de capitales de 1973 a 1987 fue de 60 970 millones de dólares, 63.9% de la deuda externa contraída en ese mismo periodo.52


En los sexenios de Echeverría y López Portillo la expansión del gasto público fue el motor del crecimiento. Sin embargo, éste dependía de la deuda y, a partir de 1979, del petróleo. En ambos casos fue una estrategia insostenible que obligó a frenar la economía en 1977 y a detenerla por completo en 1983.


El gobierno de Miguel de la Madrid pasó el sexenio (1982-1988) reaccionando a la crisis de deuda heredada y a una inflación altísima, que para diciembre de 1982 alcanzó 238%, la cual no es más que el impuesto silencioso cuando no hay la recaudación para pagar el gasto y se opta por imprimir billetes.53 El pago de la deuda, como resultado de la devaluación y de las altas tasas de interés, llegó a 8.7% del PIB en 1982 y ascendió a 12.4% para 1983.54 Hubo diversas reformas fiscales, pero la recaudación no aumentó gran cosa. Si bien durante la administración de Carlos Salinas, entre 1988 y 1994, se realizó una reforma tributaria importante, sus beneficios se dieron más por el lado de disminuir las distorsiones, es decir, hacer impuestos más parejos eliminando impuestos especiales, que por el camino de la recaudación, la cual se incrementó un poco, pero sin que lo ganado fuera sostenible. Lo que sí se consiguió fue disminuir, por lo menos hasta la crisis de 1994, el impuesto inflacionario.


El balance presupuestal que se logró fue motivado más bien por los altos ingresos de los procesos de privatización de las empresas públicas. El más exitoso fue el de la privatización bancaria. Los recursos de esta venta sirvieron para pagar la deuda. Sin embargo, fue una privatización mal ejecutada, ya que el alto precio pagado resultó una ilusión que se financió con préstamos de los propios bancos. Esto, aunado a una mala regulación propia de un sistema autoritario que se resiste a ceder poder, llevó a un quebranto años después, a través del Fobaproa, que costó unas ocho veces más que lo recibido entonces.55 En el equilibrio fiscal también fue de gran ayuda la disminución en el pago del servicio de la deuda externa, tanto por la renegociación de ésta como por la caída en las tasas de interés internas, producto de la baja en la inflación y de las mejores expectativas de los inversionistas. Además, una parte del gasto, que tradicionalmente es responsabilidad del gobierno, recayó en la iniciativa privada, con garantías públicas que luego podían implicar un costo fiscal más alto, como fue el caso de la inversión en carreteras. Nuevamente se trató de un equilibrio que no era sano: no estaba basado en una sólida recaudación y un gasto púbico de calidad y transparente en su monto. Dependía de la deuda denominada en dólares para poder pagar un desbalance de nuestras cuentas con el resto del mundo, pero ésta se salió de control cuando la inestabilidad política y algunos excesos de gasto se percibieron como insostenibles. Terminó en la crisis de diciembre de 1994.


En el sexenio de Ernesto Zedillo (1994-2000) la caída en la recaudación como resultado de la crisis económica fue tan fuerte que, a pesar de los aumentos en las tasas impositivas (el IVA pasa de 10 a 15%), no se pudo incrementar la tributación por encima de lo alcanzado en el sexenio anterior; ni siquiera al final del periodo, cuando la economía llevaba varios años de un crecimiento sostenido.


MUCHAS REFORMAS, SIMILAR RECAUDACIÓN


A pesar de que desde 1983 vivimos con recurrentes reformas fiscales y todo tipo de cambios menores en las leyes tributarias (las llamadas misceláneas fiscales; sólo en 2009 no hubo cambio alguno en la ley fiscal), los esfuerzos por incrementar la tributación no han tenido mucho éxito. Como se observa en el cuadro I.2 y en la gráfica I.1, la carga fiscal, es decir, el total de impuestos como proporción de la riqueza que se genera en México, se ha mantenido relativamente estable. Si bien ha aumentado de forma importante el ISR y el IVA en los últimos seis años, otros impuestos recaudan menos, como el impuesto a la gasolina, que no sólo no recauda, sino que requiere un subsidio, como veremos en el capítulo 3.


GRÁFICA I.1. INGRESOS TRIBUTARIOS INCLUYENDO IEPS A GASOLINAS (% DEL PIB), 1990-2011
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NOTA: Entre 1995 y 1997 los ingresos tributarios registraron una caída. Fue en 2002 cuando llegaron a su pico más alto y volvieron a su tendencia habitual entre 2004 y 2007.


FUENTE: Elaborada con base en los datos del cuadro I.2


Lo sucedido después de la llegada del pan al poder en el año 2000 se verá en el capítulo 3. Por ahora basta saber que, si bien hay una reciente tendencia ascendente en la carga fiscal a través del ISR y el IVA, aún es pronto para determinar si ésta es sostenible, amén de que, como veremos más adelante, se dejó de cobrar un impuesto: el de las gasolinas. Una parte de este incremento en el ISR se debió al impuesto empresarial a tasa única (IETU) introducido para el ejercicio fiscal de 2008.


Se trata de uno de los cambios fiscales recientes más importantes, aunque ha recaudado menos de lo esperado. Se preveía originalmente que este impuesto generaría un ingreso de 70 000 millones de pesos, pero durante el primer año sólo se obtuvieron en términos reales 52 834 millones (pesos de 2011), después de los agujeros que le dejaron los jaloneos y las negociaciones en la Cámara de Diputados. Además, quizás el contribuyente fue aprendiendo a manejarlo año con año: ya para 2011 sólo recaudó 47 163 millones de pesos.56 Lo mismo sucedió con el impuesto a los depósitos en efectivo (IDE). En el primer año recaudó 17 700 millones de pesos; en 2010, 8 022 millones, y en 2011 la recaudación se volvió negativa, costando 8 248 millones de pesos, ya que si bien recaudó 19 304 millones de pesos, por acreditamiento de otros impuestos se devolvieron 27 552 millones.57 Que se devuelvan más impuestos de los que se cobraron habla de un serio problema contable o de que se devolvieron acreditaciones del pasado. El IETU puede ayudar a recaudar, pero es regresivo en la medida en que están exentos ingresos por dividendos, intereses y ventas de acciones (ya sea que estén listadas en el mercado de valores o no), mientras que no permite exentar cuotas de seguridad social.


CUADRO I.2. RECAUDACIÓN TOTAL INCLUYENDO IEPS A GASOLINAS (% PIB), 1990-2011
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NOTA: Medido como proporción del PIB se ve cuánto recauda cada impuesto. Como se observa, la recaudación total crece muy poco. El ISR, sin embargo, sube de forma importante. Se incluye como impuesto el que grava gasolinas y diesel, el IEPS. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público suele incluirlo como ingreso petrolero, pero es un impuesto al consumo. La caída del IEPS explica que no haya aumentado la recaudación.


FUENTE: Elaboración propia con datos de Finanzas Públicas de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, http://bit.ly/bybl8s (consultado el 9 de febrero de 2012).


La Secretaría de Hacienda y Crédito Público argumenta que ambos sirven como herramientas de control del principal impuesto, que es el de la renta. La información del IDE ha servido para darse cuenta de que había 600 000 contribuyentes registrados que no pagaron ISR en el ejercicio fiscal de 2009.58 Falta ver si esta mayor información, y a partir de ella la presión al contribuyente, incrementa de forma importante la recaudación.


EL PESO DE LOS IMPUESTOS


Lo que sí ha cambiado es el peso relativo de los impuestos. En los años ochenta los impuestos al comercio exterior y los impuestos especiales a ciertos bienes y servicios (IEPS), incluido el de gasolina, pesaban más. Ahora el grueso de la recaudación recae en sólo dos impuestos, el IVA y el ISR, tal como se observa en el cuadro I.3.


CUADRO I.3. INGRESOS POR IMPUESTOS INCLUYENDO IEPS A GASOLINAS(% DEL TOTAL DE INGRESOS TRIBUTARIOS)
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NOTA: El cuadro refleja el peso porcentual de los distintos impuestos. Nótese el peso mayor del ISR y la caída del IEPS a gasolinas. Las siglas n.d. y n.s. Significan no disponible y no significativo, respectivamente.


FUENTE: Finanzas Públicas de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, http://bit.ly/bybl8s (consultado el 23 de enero de 2012).


En comparación con otros países de América Latina, el impuesto sobre la renta mexicano no tiene una recaudación baja; estamos cerca del promedio de los países de la región, que es de 5% del PIB;59 incluso recientemente ha subido la recaudación de este impuesto. Sin embargo, en lo que se refiere al impuesto a las personas físicas, lo obtenido viene sobre todo de los asalariados, que son pagadores cautivos. Los trabajadores no asalariados tienen muchos espacios de elusión o evasión. Existe también un tratamiento de privilegio para los ingresos derivados del capital.


Según cifras del primer trimestre de 2012, 40% del impuesto lo pagan las personas morales, mientras que 48% viene del impuesto retenido a asalariados. Sólo poco menos de 2% lo pagan directamente las personas físicas.60


Con datos de años anteriores, si nos comparamos con otros países, encontramos que gravamos más a las empresas y menos a las personas, incluidos sus ingresos como accionistas. Alemania recauda por ISR 11.4 puntos del PIB, las personas morales contribuyen con 15.8% y las físicas con 84.2%. Estados Unidos recauda 15.1% del PIB por ISR (16.5% de ese total proviene de las personas morales y 83.5% de las personas físicas) y Canadá 17.5 puntos del PIB (22.9% proviene de las personas morales y 75.4% de las personas físicas. El resto proviene de no residentes). México, con datos de 2008, recaudó 4.7 puntos del PIB de ISR, 42.6% proveniente de las personas físicas y 57.4% de las personas morales.61


La ley está llena de grietas y agujeros. En cuanto a los gastos fiscales (lo que se deja de recaudar por las exenciones, reducciones y desgravaciones), México ocupa el tercer lugar de América Latina en el alto peso que representan, según lo reporta Juan Pablo Jiménez, investigador de la Universidad de Columbia, y Economic Affairs Officer de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).62


Una transparencia mayor, de legislación reciente, nos ha permitido conocer mejor estos agujeros del llamado presupuesto de gastos fiscales. Se estimó que para 2010, por ejemplo, fueron 502 500 millones de pesos lo que se dejó de recaudar por la aplicación de regímenes de excepción, equivalentes a 3.98% del PIB. De éstos, 42.4% correspondió al ISR, 33.2% al IVA, 16.5% al IETU, 6.7% a los impuestos especiales y el restante 1.2% a estímulos fiscales. El gasto fiscal por motivo del ISR significó dejar de recaudar 213 030 millones de pesos, mientras que por el IVA y el IETU no se recaudaron 166 860 y 82 790 millones de pesos, respectivamente. En cuanto al IVA, el gasto fiscal más alto proviene de la tasa cero, por la cual se dejó de recaudar poco más de 114 000 millones de pesos, lo que equivale a cerca de 1% del PIB.63


La persistencia de innumerables exenciones, aunada al juicio de amparo que las amplía, ha llevado a que tengamos una base gravable pequeña en México. En el capítulo 3 se discutirá cómo funciona el juicio de amparo y sus implicaciones.


Incluso impuestos en principio generales como el IVA están llenos de boquetes con implicaciones regresivas en la distribución del ingreso. En 2009, el IVA en México recaudó mucho menos que los países de América Latina y la OCDE, cuyo promedio de recaudación fue de 6.8 y 6.7% del PIB, frente a 3.4% en nuestro país.64


Los alimentos y medicinas tienen tasa cero, lo cual implica además que estos sectores pueden pedir el IVA que fueron pagando a lo largo del proceso productivo, por lo que se genera una gran cantidad de devoluciones de impuestos, 228 719 millones de pesos, casi la mitad de lo que se recaudó por el IVA en 2011.65 El IVA recauda mucho mejor cuando es general. Están exentos también libros, revistas y periódicos, educación, medicinas, servicios de salud y algunos servicios financieros. En la frontera hay una tasa de 11%, en lugar de 16% del resto del país.


Cuando se aprobó el IVA en 1979, para entrar en vigor en 1980, la tasa general era de 10% y gravaba a 72% de lo que se consumía. Hoy la tasa es de 16%, pero sólo está gravado 54%, 26% de la base tiene tasa cero y están exentos 20% de los productos que conforman la canasta que se consume.66 La presión de grupos de interés con capacidad de enarbolar un supuesto interés general y lograr un trato fiscal privilegiado y la presión de los amparos exitosos que fue obligando a ampliar los bienes y servicios no gravados con IVA han hecho este impuesto muy poco eficiente en su recaudación, no sólo porque muchos productos están exentos o con tasa cero, sino que el amplio trato privilegiado permite a otros abusar del sistema.


Mientras que en Chile cada punto de la tasa del IVA recauda 0.39 puntos del PIB, en Colombia 0.36 y en Brasil 0.25, en México recauda 0.23 puntos. En los países miembros de la OCDE el promedio es de 0.41 puntos, y países como Canadá logran recaudar 0.67 puntos del PIB.67


En 2010, 33.8% del gasto que realizaba 10% de la población con más ingresos se encontraba exento del pago de IVA o tenía tasa cero.68 Este subsidio es relativamente alto entre el sector de mayores ingresos porque, si bien el consumo en alimentos y medicinas como proporción de su ingreso es menor, en términos absolutos su consumo es muy alto en comparación con los otros deciles de ingreso.69 Asimismo, otros bienes y servicios con tasa cero o exentos, como el consumo en periódicos y libros, registran un nivel de concentración muy elevado entre las clases con más altos ingresos. Lo mismo sucede con las colegiaturas de escuelas privadas70 y servicios de salud.


Más allá de los sectores con tasas privilegiadas, los que se autoemplean y las empresas pequeñas están exentas del IVA y del ISR por estar sujetas al Régimen de Pequeños Contribuyentes.71


La ecuación se complica aún más ante la enorme evasión existente —la cual ha sido calculada por Marcelo Bergman—, cercana a 50% de la recaudación potencial.72 Según Bergman, si el esquema tributario actual, el SAT, alcanzara un nivel de efectividad similar al de las administraciones tributarias de España o Chile, se podría registrar un aumento en la recaudación del orden de 17 o 18%. Otras estimaciones calculan que para 2008 existía una evasión global de impuestos menos elevada, poco más de 20%, equivalente a unos 300 000 millones de pesos anuales.73 En el caso del IVA, para ese mismo año, se estima que su incumplimiento representó 17.77% de la captación potencial de este impuesto.74


La baja recaudación de IVA se explica en buena medida por el exceso de huecos en la ley y en su interpretación por parte de la Suprema Corte. Sin embargo, habla también de una pobre capacidad administrativa. Por nuestro volumen de comercio exterior, las importaciones representan 30.92% del PIB,75 y en la frontera, antes de que la mercancía ingrese al país debe cumplir con sus contribuciones fiscales. De hecho, 45% del IVA se genera en los 49 puntos de revisión de mercancías que tiene la Administración General de Aduanas.76
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